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1 Introducción 
El sistema de penas vigente se actualiza tomando como base el Código Penal aprobado 
por la LO 10/95, de 23 de noviembre, que realizó una profunda reforma del sistema de 
penas y medidas de seguridad, con el objetivo de alcanzar los objetivos de resocialización 
que la Constitución Española se asigna en su Artículo 25.2. 

En su Libro I, Título III se recoge el sistema de penas, sus clases y efectos, siendo las 
primeras las de prisión, incluyendo la Prisión permanente revisable, 

Con la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre, supuso una revisión parcial de dicho 
sistema, y de la que destaca la supresión o desaparición de la pena de arrestos de fin de 
semana y la creación de la pena de localización permanente y regulación de la sustitución 
de las penas privativas de libertad y ejecución de medidas de seguridad. 

 Las actualizaciones que tuvieron lugar con la redacción del art. 24 de la Ley Orgánica 
1/15 de 30 de marzo, con tres Capítulos, siendo el tercero el denominado “De las formas 
sustitutivas de la ejecución de las penas privativas de libertad y de la libertad 
condicional”. 

Sanciones alternativas al cumplimiento en prisión: 

• Suspensión de la Ejecución de la pena privativa de libertad. 
• Sustitución de penas privativas de libertad. 
• Medidas de seguridad (privativas y no privativas de seguridad). 
• Localización permanente. 
• Trabajos en beneficio de la comunidad. 
• Libertad condicional. 

La Ley Orgánica General Penitenciaria, establece que la Administración Penitenciaria 
está obligada a hacer efectivo el cumplimiento de las penas en ejecución de las 
correspondientes resoluciones judiciales. 

El Real Decreto 515/2005, de 6 de mayo, por el que se establecen las circunstancias de 
ejecución de las penas de trabajo en beneficio de la comunidad, localización permanente, 
determinadas medidas de seguridad y suspensión de la ejecución de las penas privativas 
de libertad, señala de forma expresa a los Servicios Sociales Penitenciarios (SS.SS.P.) 
como órgano encargado de la Administración Penitenciaria de esta ingente tarea. 

Así, son los SS.SS.P. los que deben dar respuesta a la coordinación que ha de establecerse 
entre los órganos judiciales penales y los servicios comunitarios, para implementar la 
ejecución de las penas y medidas alternativas. 

El Real Decreto 515/05, de 6 de mayo, por el que se establecen las circunstancias de 
ejecución de las penas de trabajos en beneficio de la comunidad y de localización 
permanente, de determinadas medidas de seguridad, así como de la suspensión de la 
ejecución de las penas privativas de libertad, señala de forma expresa a los servicios 



 

 

Tema 11 Trabajo Social Penitenciario 

2 © Integra Oposiciones, S.L. – Todos los Derechos Reservados  

sociales penitenciarios como órgano de la Administración Penitenciaria, encargado de 
esta amplísima tarea. 

Este Real Decreto 515/05, fue modificado por el Real Decreto 840/2011, de 17 de junio, 
por el que se establecen las circunstancias de ejecución de las penas de trabajo en 
beneficio de la comunidad y de localización permanente en centro penitenciario, de 
determinadas medidas de seguridad, así como de la suspensión de la ejecución de las 
penas privativas de libertad y sustitución de penas, 

La Instrucción 8/2009 de la Dirección General de Coordinación Territorial y Medio 
Abierto, modifica la distribución de funciones entre las dos unidades que forman los 
SS.SS.P., la gestión de la ejecución de las penas y medidas alternativas a la privación de 
libertad. 

El Real Decreto 840/2011, de 17 de junio, introduce cambios terminológicos y las 
funciones de los SS.SS.P, quedando éstos a nivel funcional y no como unidades 
administrativas diferenciadas, estructurándose en 2 servicios, quedando del siguiente 
modo la distribución de competencias: 

• Departamento de Trabajo Social: 
o Localización permanente. 
o Libertad condicional, en los casos de interno en libertad condicional 

adscrito a un centro penitenciario. 
• Servicio de Gestión de Penas y Medidas Alternativas: 

o Suspensión de la ejecución de las penas privativas de libertad. 
o Sustitución de penas. 
o Trabajos en beneficio de la comunidad. 
o Medidas de seguridad. 
o Libertad condicional. 

2 La suspensión de la ejecución de la pena privativa de 
libertad 

Posiblemente una de las medidas más utilizadas por los abogados en los procesos penales 
de este País, y que básicamente, y si se cumplen los requisitos, se aplica automáticamente 
y por defecto. No solamente se aplica diariamente, sino que los letrados ya cuentan con 
ella a la hora de negociar las penas con la fiscalía y con las otras partes. 

Básicamente parten de un principio: ¿el condenado, si entra en prisión, se va a reinsertar 
o va a ser todavía peor, incluyéndose en un campo delincuencial en el que todavía no se 
ha metido? Cuando la respuesta es que es peor para esta persona su ingreso, que siga en 
libertad con una serie de garantías, se toma esta medida de suspensión.  

Normalmente estamos ante personas que no son delincuentes habituales, no solo eso, sino 
que son personas alejadas de la esfera delincuencial, que han delinquido de una manera 
puntual, pero que no son delincuentes en el sentido más penal de la palabra. 
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La Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, lo regula en el Libro I, 
Título III, Capítulo III, sección Primera, artículos del 80 al 88, posteriormente modificado 
por la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, por la que se modifica la Ley Orgánica 
10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. 

El Artículo 39 establece que los Jueces o Tribunales, mediante resolución motivada, 
podrán dejar en suspenso la ejecución de las penas privativas de libertad no superiores a 
dos años cuando sea razonable esperar que la ejecución de la pena no sea necesaria para 
evitar la comisión futura por el penado de nuevos delitos. 

Para adoptar esta resolución el juez o tribunal valorará las circunstancias del delito 
cometido, las circunstancias personales del penado, sus antecedentes, su conducta 
posterior al hecho, en particular su esfuerzo para reparar el daño causado, sus 
circunstancias familiares y sociales, y los efectos que quepa esperar de la propia 
suspensión de la ejecución y del cumplimiento de las medidas que fueren impuestas. Es 
decir: que la entrada en prisión de esta persona no sea más gravosa de la cuenta para él. 

Sólo se decretará esta medida cuando: 

1.ª El condenado haya delinquido por primera vez. A tal efecto no se tendrán en cuenta 
las anteriores condenas por delitos imprudentes o por delitos leves, ni los antecedentes 
penales que hayan sido cancelados, o debieran serlo con arreglo a lo dispuesto en el 
artículo 136. Tampoco se tendrán en cuenta los antecedentes penales correspondientes a 
delitos que, por su naturaleza o circunstancias, carezcan de relevancia para valorar la 
probabilidad de comisión de delitos futuros. 

2.ª La pena o la suma de las impuestas no sea superior a dos años, sin incluir en tal 
cómputo la derivada del impago de la multa. 

3.ª Se hayan satisfecho las responsabilidades civiles que se hubieren originado y se haya 
hecho efectivo el decomiso acordado en sentencia conforme al artículo 127. 

Este requisito se entenderá cumplido cuando el penado asuma el compromiso de 
satisfacer las responsabilidades civiles de acuerdo a su capacidad económica y de facilitar 
el decomiso acordado, y sea razonable esperar que el mismo sea cumplido en el plazo 
prudencial que el juez o tribunal determine. El juez o tribunal, en atención al alcance de 
la responsabilidad civil y al impacto social del delito, podrá solicitar las garantías que 
considere convenientes para asegurar su cumplimiento, normalmente embargos u otras 
cauciones. 

Ni que decir tiene que ante el primer impago el letrado de la víctima tiene la herramienta 
de la amenaza del ingreso en prisión en su mano. 

Excepcionalmente, aunque no concurran las condiciones 1.ª y 2.ª, y siempre que no se 
trate de reos habituales, podrá acordarse la suspensión de las penas de prisión que 
individualmente no excedan de dos años cuando las circunstancias personales del reo, la 
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naturaleza del hecho, su conducta y, en particular, el esfuerzo para reparar el daño 
causado, así lo aconsejen. 

En estos casos, la suspensión se condicionará siempre a la reparación efectiva del daño o 
la indemnización del perjuicio causado conforme a sus posibilidades físicas y 
económicas, o al cumplimiento del acuerdo a que se refiere la medida 1.ª del artículo 84. 
Asimismo, se impondrá siempre una de las medidas a que se refieren los numerales 2.ª o 
3.ª del mismo precepto, con una extensión que no podrá ser inferior a la que resulte de 
aplicar los criterios de conversión fijados en el mismo sobre un quinto de la pena 
impuesta. 

Los jueces y tribunales podrán otorgar la suspensión de cualquier pena impuesta sin 
sujeción a requisito alguno en el caso de que el penado esté aquejado de una enfermedad 
muy grave con padecimientos incurables, salvo que en el momento de la comisión del 
delito tuviera ya otra pena suspendida por el mismo motivo. 

Aun cuando no concurran las condiciones 1.ª y 2.ª previstas en el apartado 2 de este 
artículo, el Juez o Tribunal podrá acordar la suspensión de la ejecución de las penas 
privativas de libertad no superiores a cinco años de los penados que hubiesen cometido 
el hecho delictivo a causa de su dependencia de las sustancias señaladas en el numeral 2.º 
del artículo 20, siempre que se certifique suficientemente, por centro o servicio público o 
privado debidamente acreditado u homologado, que el condenado se encuentra 
deshabituado o sometido a tratamiento para tal fin en el momento de decidir sobre la 
suspensión. 

El juez o tribunal podrá ordenar la realización de las comprobaciones necesarias para 
verificar el cumplimiento de los anteriores requisitos. 

En el caso de que el condenado se halle sometido a tratamiento de deshabituación, 
también se condicionará la suspensión de la ejecución de la pena a que no abandone el 
tratamiento hasta su finalización. No se entenderán abandono las recaídas en el 
tratamiento si estas no evidencian un abandono definitivo del tratamiento de 
deshabituación. 

En los delitos que sólo pueden ser perseguidos previa denuncia o querella del ofendido, 
los jueces y tribunales oirán a éste y, en su caso, a quien le represente, antes de conceder 
los beneficios de la suspensión de la ejecución de la pena. 

El artículo 40 señala que el plazo de suspensión será de dos a cinco años para las penas 
privativas de libertad no superiores a dos años, y de tres meses a un año para las penas 
leves, y se fijará por el juez o tribunal, atendidos los criterios de cumplimiento de la 
medida que veíamos al comienzo de este punto 11.1. 

En el caso de que la suspensión hubiera sido acordada de conformidad con lo dispuesto 
en el apartado 5 del artículo anterior, el plazo de suspensión será de tres a cinco años. 

El Artículo 41 establece que el Juez o Tribunal resolverá en sentencia sobre la suspensión 
de la ejecución de la pena siempre que ello resulte posible. En los demás casos, una vez 
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declarada la firmeza de la sentencia, se pronunciará con la mayor urgencia, previa 
audiencia a las partes, sobre la concesión o no de la suspensión de la ejecución de la pena. 

El plazo de suspensión se computará desde la fecha de la resolución que la acuerda. Si la 
suspensión hubiera sido acordada en sentencia, el plazo de la suspensión se computará 
desde la fecha en que aquélla hubiere devenido firme. 

No se computará como plazo de suspensión aquél en el que el penado se hubiera 
mantenido en situación de rebeldía. 

El Artículo 42 señala que el Juez o Tribunal podrá condicionar la suspensión al 
cumplimiento de las siguientes prohibiciones y deberes cuando ello resulte necesario para 
evitar el peligro de comisión de nuevos delitos, sin que puedan imponerse deberes y 
obligaciones que resulten excesivos y desproporcionados: 

1.ª Prohibición de aproximarse a la víctima o a aquéllos de sus familiares u otras 
personas que se determine por el juez o tribunal, a sus domicilios, a sus lugares de 
trabajo o a otros lugares habitualmente frecuentados por ellos, o de comunicar con 
los mismos por cualquier medio. La imposición de esta prohibición será siempre 
comunicada a las personas con relación a las cuales sea acordada. 

2.ª Prohibición de establecer contacto con personas determinadas o con miembros 
de un grupo determinado, cuando existan indicios que permitan suponer 
fundadamente que tales sujetos pueden facilitarle la ocasión para cometer nuevos 
delitos o incitarle a hacerlo. 

3.ª Mantener su lugar de residencia en un lugar determinado con prohibición de 
abandonarlo o ausentarse temporalmente sin autorización del juez o tribunal. 

4.ª Prohibición de residir en un lugar determinado o de acudir al mismo, cuando 
en ellos pueda encontrar la ocasión o motivo para cometer nuevos delitos. 

5.ª Comparecer personalmente con la periodicidad que se determine ante el juez o 
tribunal, dependencias policiales o servicio de la administración que se determine, 
para informar de sus actividades y justificarlas. 

6.ª Participar en programas formativos, laborales, culturales, de educación vial, 
sexual, de defensa del medio ambiente, de protección de los animales, de igualdad 
de trato y no discriminación, y otros similares. 

7.ª Participar en programas de deshabituación al consumo de alcohol, drogas 
tóxicas o sustancias estupefacientes, o de tratamiento de otros comportamientos 
adictivos. 

8.ª Prohibición de conducir vehículos de motor que no dispongan de dispositivos 
tecnológicos que condicionen su encendido o funcionamiento a la comprobación 
previa de las condiciones físicas del conductor, cuando el sujeto haya sido 
condenado por un delito contra la seguridad vial y la medida resulte necesaria para 
prevenir la posible comisión de nuevos delitos. 
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9.ª Cumplir los demás deberes que el juez o tribunal estime convenientes para la 
rehabilitación social del penado, previa conformidad de éste, siempre que no 
atenten contra su dignidad como persona. 

Cuando se trate de delitos cometidos sobre la mujer por quien sea o haya sido su cónyuge, 
o por quien esté o haya estado ligado a ella por una relación similar de afectividad, aun 
sin convivencia, se impondrán siempre las prohibiciones y deberes indicados en las reglas 
1.ª, 4.ª y 6.ª del apartado anterior, observando aquí el cumplimiento de la legislación de 
violencia de género, como veíamos en otros puntos de otros temas. 

La imposición de cualquiera de las prohibiciones o deberes de las reglas 1.ª, 2.ª, 3.ª, o 4.ª 
del apartado 1 de este artículo será comunicada a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 
Estado, que velarán por su cumplimiento. Cualquier posible quebrantamiento o 
circunstancia relevante para valorar la peligrosidad del penado y la posibilidad de 
comisión futura de nuevos delitos, será inmediatamente comunicada al Ministerio Fiscal 
y al juez o tribunal de ejecución. 

El control del cumplimiento de los deberes a que se refieren las reglas 6.ª, 7.ª y 8.ª del 
apartado 1 de este artículo corresponderá a los servicios de gestión de penas y medidas 
alternativas de la Administración penitenciaria. Estos servicios informarán al juez o 
tribunal de ejecución sobre el cumplimiento con una periodicidad al menos trimestral, en 
el caso de las reglas 6.ª y 8.ª, y semestral, en el caso de la 7.ª y, en todo caso, a su 
conclusión. 

Asimismo, informarán inmediatamente de cualquier circunstancia relevante para valorar 
la peligrosidad del penado y la posibilidad de comisión futura de nuevos delitos, así como 
de los incumplimientos de la obligación impuesta o de su cumplimiento efectivo. 

Artículo 43. El Juez o Tribunal también podrá condicionar la suspensión de la ejecución 
de la pena al cumplimiento de alguna o algunas de las siguientes prestaciones o medidas: 

1.ª El cumplimiento del acuerdo alcanzado por las partes en virtud de mediación. 

2.ª El pago de una multa, cuya extensión determinarán el juez o tribunal en 
atención a las circunstancias del caso, que no podrá ser superior a la que resultase 
de aplicar dos cuotas de multa por cada día de prisión sobre un límite máximo de 
dos tercios de su duración. 

3.ª La realización de trabajos en beneficio de la comunidad, especialmente cuando 
resulte adecuado como forma de reparación simbólica a la vista de las 
circunstancias del hecho y del autor. La duración de esta prestación de trabajos se 
determinará por el juez o tribunal en atención a las circunstancias del caso, sin que 
pueda exceder de la que resulte de computar un día de trabajos por cada día de 
prisión sobre un límite máximo de dos tercios de su duración. 

Si se hubiera tratado de un delito cometido sobre la mujer por quien sea o haya sido su 
cónyuge, o por quien esté o haya estado ligado a ella por una relación similar de 
afectividad, aun sin convivencia, o sobre los descendientes, ascendientes o hermanos por 
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naturaleza, adopción o afinidad propios o del cónyuge o conviviente, o sobre los menores 
o personas con discapacidad necesitadas de especial protección que con él convivan o que 
se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho del cónyuge 
o conviviente, el pago de la multa a que se refiere la medida 2.ª del apartado anterior 
solamente podrá imponerse cuando conste acreditado que entre ellos no existen relaciones 
económicas derivadas de una relación conyugal, de convivencia o filiación, o de la 
existencia de una descendencia común. 

Artículo 44. Durante el tiempo de suspensión de la pena, y a la vista de la posible 
modificación de las circunstancias valoradas, el Juez o Tribunal podrá modificar la 
decisión que anteriormente hubiera adoptado y acordar el alzamiento de todas o alguna 
de las prohibiciones, deberes o prestaciones que hubieran sido acordadas, su modificación 
o sustitución por otras que resulten menos gravosas. 

Artículo 45 se refiere a la revocación de la misma, y señala que el Juez o Tribunal revocará 
la suspensión y ordenará la ejecución de la pena cuando el penado: 

a) Sea condenado por un delito cometido durante el período de suspensión y ello 
ponga de manifiesto que la expectativa en la que se fundaba la decisión de 
suspensión adoptada ya no puede ser mantenida. 

b) Incumpla de forma grave o reiterada las prohibiciones y deberes que le 
hubieran sido impuestos conforme al artículo 83, o se sustraiga al control de los 
servicios de gestión de penas y medidas alternativas de la Administración 
penitenciaria. 

c) Incumpla de forma grave o reiterada las condiciones que, para la suspensión, 
hubieran sido impuestas conforme al artículo 84. 

d) Facilite información inexacta o insuficiente sobre el paradero de bienes u 
objetos cuyo decomiso hubiera sido acordado; no dé cumplimiento al 
compromiso de pago de las responsabilidades civiles a que hubiera sido 
condenado, salvo que careciera de capacidad económica para ello; o facilite 
información inexacta o insuficiente sobre su patrimonio, incumpliendo la 
obligación impuesta en el artículo 589 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

Si el incumplimiento de las prohibiciones, deberes o condiciones no hubiera tenido 
carácter grave o reiterado, el juez o tribunal podrá: 

a) Imponer al penado nuevas prohibiciones, deberes o condiciones, o modificar las 
ya impuestas. 

b) Prorrogar el plazo de suspensión, sin que en ningún caso pueda exceder de la 
mitad de la duración del que hubiera sido inicialmente fijado. 

En el caso de revocación de la suspensión, los gastos que hubiera realizado el penado para 
reparar el daño causado por el delito conforme al apartado 1 del artículo 84 no serán 
restituidos. Sin embargo, el Juez o Tribunal abonará a la pena los pagos y la prestación 
de trabajos que hubieran sido realizados o cumplidos conforme a las medidas 2.ª y 3.ª 
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En todos los casos anteriores, el Juez o Tribunal resolverá después de haber oído al Fiscal 
y a las demás partes. Sin embargo, podrá revocar la suspensión de la ejecución de la pena 
y ordenar el ingreso inmediato del penado en prisión cuando resulte imprescindible para 
evitar el riesgo de reiteración delictiva, el riesgo de huida del penado o asegurar la 
protección de la víctima. 

El Juez o Tribunal podrá acordar la realización de las diligencias de comprobación que 
fueran necesarias y acordar la celebración de una vista oral cuando lo considere necesario 
para resolver. 

El Artículo 46, señala que transcurrido el plazo de suspensión fijado sin haber cometido 
el sujeto un delito que ponga de manifiesto que la expectativa en la que se fundaba la 
decisión de suspensión adoptada ya no puede ser mantenida, y cumplidas de forma 
suficiente las reglas de conducta fijadas por el juez o tribunal, éste acordará la remisión 
de la pena. 

No obstante, para acordar la remisión de la pena que hubiera sido suspendida conforme 
al apartado 5 del artículo 80, deberá acreditarse la deshabituación del sujeto o la 
continuidad del tratamiento. De lo contrario, el juez o tribunal ordenará su cumplimiento, 
salvo que, oídos los informes correspondientes, estime necesaria la continuación del 
tratamiento; en tal caso podrá conceder razonadamente una prórroga del plazo de 
suspensión por tiempo no superior a dos años. 

 

3 LA SUSTITUCIÓN DE LA PENA PRIVATIVA DE 
LIBERTAD 

 

3.1 La expulsión de territorio español 
3.1.1 Principios generales 

Se regula en el Artículo 48 de la Ley Orgánica 1/2015, y establece que las penas de prisión 
de más de un año impuestas a un ciudadano extranjero serán sustituidas por su expulsión 
del territorio español. Excepcionalmente, cuando resulte necesario para asegurar la 
defensa del orden jurídico y restablecer la confianza en la vigencia de la norma infringida 
por el delito, el juez o tribunal podrá acordar la ejecución de una parte de la pena que no 
podrá ser superior a dos tercios de su extensión, y la sustitución del resto por la expulsión 
del penado del territorio español. En todo caso, se sustituirá el resto de la pena por la 
expulsión del penado del territorio español cuando aquél acceda al tercer grado o le sea 
concedida la libertad condicional. 

Cuando hubiera sido impuesta una pena de más de cinco años de prisión, o varias penas 
que excedieran de esa duración, el Juez o Tribunal acordará la ejecución de todo o parte 
de la pena, en la medida en que resulte necesario para asegurar la defensa del orden 
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jurídico y restablecer la confianza en la vigencia de la norma infringida por el delito. En 
estos casos, se sustituirá la ejecución del resto de la pena por la expulsión del penado del 
territorio español, cuando el penado cumpla la parte de la pena que se hubiera 
determinado, acceda al tercer grado o se le conceda la libertad condicional. 

El Juez o Tribunal resolverá en sentencia sobre la sustitución de la ejecución de la pena 
siempre que ello resulte posible. En los demás casos, una vez declarada la firmeza de la 
sentencia, se pronunciará con la mayor urgencia, previa audiencia al Fiscal y a las demás 
partes, sobre la concesión o no de la sustitución de la ejecución de la pena. 

Cuando, al acordarse la expulsión en cualquiera de los supuestos previstos en este 
artículo, el extranjero no se encuentre o no quede efectivamente privado de libertad en 
ejecución de la pena impuesta, el juez o tribunal podrá acordar, con el fin de asegurar la 
expulsión, su ingreso en un centro de internamiento de extranjeros, en los términos y con 
los límites y garantías previstos en la ley para la expulsión gubernativa. 

En todo caso, si acordada la sustitución de la pena privativa de libertad por la expulsión, 
ésta no pudiera llevarse a efecto, se procederá a la ejecución de la pena originariamente 
impuesta o del período de condena pendiente, o a la aplicación, en su caso, de la 
suspensión de la ejecución de la misma. 

Considerando lo dicho, aplicaremos que se consideran reos habituales los que hubieren 
cometido tres o más delitos de los comprendidos en un mismo Capítulo, en un plazo no 
superior a cinco años, y hayan sido condenados por ello. Para realizar este cómputo se 
considerarán, por una parte, el momento de posible suspensión o sustitución de la pena 
conforme al artículo 88 del CP y, por otra parte, la fecha de comisión de aquellos delitos 
que fundamenten la apreciación de la habitualidad. 

También debemos considerar que las condenas firmes de Jueces o Tribunales impuestas 
en otros Estados de la Unión Europea tendrán el mismo valor que las impuestas por los 
Jueces o Tribunales españoles salvo que sus antecedentes hubieran sido cancelados, o 
pudieran serlo con arreglo al Derecho español. 

3.1.2 Consecuencias 

El artículo 48 de la Ley Orgánica 1/2015, también señala que el extranjero no podrá 
regresar a España en un plazo de cinco a diez años, contados desde la fecha de su 
expulsión, atendidas la duración de la pena sustituida y las circunstancias personales del 
penado. 

Si regresara a España antes, cumplirá las penas que fueron sustituidas, salvo que, 
excepcionalmente, el juez o tribunal, reduzca su duración cuando su cumplimiento resulte 
innecesario para asegurar la defensa del orden jurídico y restablecer la confianza en la 
norma jurídica infringida por el delito, en atención al tiempo transcurrido desde la 
expulsión y las circunstancias en las que se haya producido su incumplimiento. No 
obstante, si fuera sorprendido en la frontera, será expulsado directamente por la autoridad 
gubernativa, empezando a computarse de nuevo el plazo de prohibición de entrada en su 
integridad. 
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Se archivará cualquier procedimiento administrativo que tuviera por objeto la 
autorización para residir o trabajar en España. Obvia decir que esto puede dar lugar a una 
picaresca importante. 

3.1.3 Excepciones a su aplicación 

No procederá la sustitución cuando, a la vista de las circunstancias del hecho y las 
personales del autor, en particular su arraigo en España, la expulsión resulte 
desproporcionada. 

La expulsión de un ciudadano de la Unión Europea solamente procederá cuando 
represente una amenaza grave para el orden público o la seguridad pública en atención a 
la naturaleza, circunstancias y gravedad del delito cometido, sus antecedentes y 
circunstancias personales. 

Si hubiera residido en España durante los diez años anteriores procederá la expulsión 
cuando, además: 

a) Hubiera sido condenado por uno o más delitos contra la vida, libertad, 
integridad física y libertad e indemnidad sexuales castigados con pena máxima de 
prisión de más de cinco años y se aprecie fundadamente un riesgo grave de que 
pueda cometer delitos de la misma naturaleza. 

b) Hubiera sido condenado por uno o más delitos de terrorismo u otros delitos 
cometidos en el seno de un grupo u organización criminal. 

Todo esto se encuentra recogido en el Artículo 48 de la Ley Orgánica 1/2015. 

No serán sustituidas las penas que se hubieran impuesto por la comisión de. 

- Delitos contra la indemnidad sexual del 117 bis. 
- Delitos de tráfico ilegal de mano de obra. 
- Delitos de simulación de contrato para generar una emigración. 

4 Los trabajos en beneficio de la Comunidad 
La L.O. 5/2010 de 22 de junio modificó la 10/95 de 23 de noviembre donde se creaba 
nuestro vigente Código Penal.  

Esta modificación, en cuanto a los trabajos en beneficio de la comunidad, marcaba las 
siguientes características (recogidas en el Artículo 11 de la citada Ley Orgánica 5/2010): 

- No podrán imponerse sin el consentimiento del penado,  
- Le obligan a prestar su cooperación no retribuida en determinadas actividades de 

utilidad pública,  
- Podrán consistir en labores de reparación de los daños causados o de apoyo o 

asistencia a las víctimas, así como en la participación del penado en talleres o 
programas formativos o de reeducación, laborales, culturales, de educación vial, 
sexual y otros similares.  
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- Su duración diaria no podrá exceder de ocho horas y sus condiciones serán las 
siguientes: 

1.ª La ejecución se desarrollará bajo el control del Juez de Vigilancia Penitenciaria, que, 
a tal efecto, requerirá los informes sobre el desempeño del trabajo a la Administración, 
entidad pública o asociación de interés general en que se presten los servicios. 

2.ª No atentará a la dignidad del penado. 

3.ª El trabajo en beneficio de la comunidad será facilitado por la Administración, la cual 
podrá establecer los convenios oportunos a tal fin. 

4.ª Gozará de la protección dispensada a los penados por la legislación penitenciaria en 
materia de Seguridad Social. 

5.ª No se supeditará al logro de intereses económicos. 

6.ª Los servicios sociales penitenciarios, hechas las verificaciones necesarias, 
comunicarán al Juez de Vigilancia Penitenciaria las incidencias relevantes de la ejecución 
de la pena y, en todo caso, si el penado: 

a) Se ausenta del trabajo durante al menos dos jornadas laborales, siempre que 
ello suponga un rechazo voluntario por su parte al cumplimiento de la pena. 

b) A pesar de los requerimientos del responsable del centro de trabajo, su 
rendimiento fuera sensiblemente inferior al mínimo exigible. 

c) Se opusiera o incumpliera de forma reiterada y manifiesta las instrucciones que 
se le dieren por el responsable de la ocupación, referidas al desarrollo de la misma. 

d) Por cualquier otra razón, su conducta fuere tal que el responsable del trabajo se 
negase a seguir manteniéndolo en el centro. 

Una vez valorado el informe, el Juez de Vigilancia Penitenciaria podrá acordar su 
ejecución en el mismo centro, enviar al penado para que finalice la ejecución de la misma 
en otro centro o entender que el penado ha incumplido la pena. 

En caso de incumplimiento, se deducirá testimonio para proceder de conformidad con el 
artículo 468: 

Los que quebrantaren su condena, medida de seguridad, prisión, medida cautelar, 
conducción o custodia serán castigados con la pena de prisión de seis meses a un año si 
estuvieran privados de libertad, y con la pena de multa de doce a veinticuatro meses en 
los demás casos. 

Se impondrá en todo caso la pena de prisión de seis meses a un año a los que 
quebrantaren una pena de las contempladas en el artículo 48 de este Código o una 
medida cautelar o de seguridad de la misma naturaleza impuesta en procesos criminales 
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en los que el ofendido sea alguna de las personas a las que se refiere el artículo 173.2, 
así como a aquellos que quebrantaren la medida de libertad vigilada. 

Los que inutilicen o perturben el funcionamiento normal de los dispositivos técnicos que 
hubieran sido dispuestos para controlar el cumplimiento de penas, medidas de seguridad 
o medidas cautelares, no los lleven consigo u omitan las medidas exigibles para mantener 
su correcto estado de funcionamiento, serán castigados con una pena de multa de seis a 
doce meses. 

7.ª Si el penado faltara del trabajo por causa justificada no se entenderá como abandono 
de la actividad. No obstante, el trabajo perdido no se le computará en la liquidación de la 
condena, en la que se deberán hacer constar los días o jornadas que efectivamente hubiese 
trabajado del total que se le hubiera impuesto. 

5 Las medidas de seguridad 
Recogidas en el Libro Primero, Título IV, Capítulo I, artículos del 95 al 100 del Código 
Penal, señalan una serie de medidas concebidas para individuos, cuyas especiales 
características señalen una alta probabilidad de cometer nuevos delitos. Esto por supuesto 
entronca con teorías criminológicas del S. XIX en cuanto a la predicción de las posibles 
acciones de determinados sujetos, y no está exento de polémica, pues, aunque el autor, 
siempre habrá tenido que cometer un delito, se le está prejuzgando desde la base que 
puede cometer más, por tanto, las garantías en este caso deben multiplicarse, o caeríamos 
en errores. 

El artículo 95 señala que las medidas de seguridad se aplicarán por el Juez o Tribunal, 
previos los informes que estime convenientes, a las personas que se encuentren en los 
supuestos previstos en el capítulo siguiente de este Código, siempre que concurran estas 
circunstancias: 

1. Que el sujeto haya cometido un hecho previsto como delito. 
2. Que del hecho y de las circunstancias personales del sujeto pueda deducirse un 

pronóstico de comportamiento futuro que revele la probabilidad de comisión de 
nuevos delitos. 

Cuando la pena que hubiere podido imponerse por el delito cometido no fuere privativa 
de libertad, el Juez o Tribunal Sentenciador sólo podrá acordar alguna o algunas de las 
medidas previstas en el artículo 96.3. 

El artículo 96 señala que las medidas de seguridad pueden ser privativas y no privativas 
de libertad. 

1. Son medidas privativas de libertad: 

1.ª El internamiento en centro psiquiátrico. 

2.ª El internamiento en centro de deshabituación. 

3.ª El internamiento en centro educativo especial. 
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2. Son medidas no privativas de libertad (modificación introducida por la Ley Orgánica 
5/2010, artículo 22): 

1.ª) La inhabilitación profesional. 

2.ª) La expulsión del territorio nacional de extranjeros no residentes legalmente 
en España. 

3.ª) La libertad vigilada 

4.ª) La custodia familiar. El sometido a esta medida quedará sujeto al cuidado y 
vigilancia del familiar que se designe y que acepte la custodia, quien la ejercerá 
en relación con el Juez de Vigilancia Penitenciaria y sin menoscabo de las 
actividades escolares o laborales del custodiado. 

5.ª) La privación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomotores. 

6.ª) La privación del derecho a la tenencia y porte de armas. 

El artículo 23 de la Ley Orgánica 5/2010, modifica el artículo 97 del Código Penal, 
quedando redactado de la siguiente forma: 

Durante la ejecución de la sentencia, el Juez o Tribunal sentenciador adoptará, por el 
procedimiento establecido en el artículo siguiente, alguna de las siguientes decisiones: 

a) Mantener la ejecución de la medida de seguridad impuesta. 
b) Decretar el cese de cualquier medida de seguridad impuesta en cuanto 

desaparezca la peligrosidad criminal del sujeto. 
c) Sustituir una medida de seguridad por otra que estime más adecuada, entre las 

previstas para el supuesto de que se trate. En el caso de que fuera acordada la 
sustitución y el sujeto evolucionará desfavorablemente, se dejará sin efecto la 
sustitución, volviéndose a aplicar la medida sustituida. 

d) Dejar en suspenso la ejecución de la medida en atención al resultado ya obtenido 
con su aplicación, por un plazo no superior al que reste hasta el máximo señalado 
en la sentencia que la impuso. La suspensión quedará condicionada a que el sujeto 
no delinca durante el plazo fijado, y podrá dejarse sin efecto si nuevamente 
resultara acreditada cualquiera de las circunstancias previstas en el artículo 95 de 
este Código.» 

El artículo 24 de la Ley Orgánica 5/2010, que modifica el artículo 98 del Código Penal, 
señala que, a los efectos del artículo anterior, cuando se trate de una medida de 
seguridad privativa de libertad o de una medida de libertad vigilada que deba ejecutarse 
después del cumplimiento de una pena privativa de libertad, el Juez de Vigilancia 
Penitenciaria estará obligado a elevar al menos anualmente, una propuesta de 
mantenimiento, cese, sustitución o suspensión de la misma. Para formular dicha 
propuesta el Juez de Vigilancia Penitenciaria deberá valorar los informes emitidos por 
los facultativos y profesionales que asistan al sometido a medida de seguridad o por las 
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Administraciones Públicas competentes y, en su caso, el resultado de las demás 
actuaciones que a este fin ordene. 

Cuando se trate de cualquier otra medida no privativa de libertad, el Juez o Tribunal 
Sentenciador recabará directamente de las Administraciones, facultativos y 
profesionales a que se refiere el apartado anterior, los oportunos informes acerca de la 
situación y la evolución del condenado, su grado de rehabilitación y el pronóstico de 
reincidencia o reiteración delictiva. 

En todo caso, el Juez o Tribunal Sentenciador resolverá motivadamente a la vista de la 
propuesta o los informes a los que respectivamente se refieren los dos apartados 
anteriores, oída la propia persona sometida a la medida, así como el Ministerio Fiscal y 
las demás partes. Se oirá asimismo a las víctimas del delito que no estuvieren 
personadas cuando así lo hubieran solicitado al inicio o en cualquier momento de la 
ejecución de la sentencia y permanezcan localizables a tal efecto. 

El artículo 99 del Código Penal determina que en el caso de concurrencia de penas y 
medidas de seguridad privativas de libertad, el Juez o Tribunal ordenará el cumplimiento 
de la medida, que se abonará para el de la pena. Una vez alzada la medida de seguridad, 
el Juez o Tribunal podrá, si con la ejecución de la pena se pusieran en peligro los efectos 
conseguidos a través de aquélla, suspender el cumplimiento del resto de la pena por un 
plazo no superior a la duración de la misma, o aplicar alguna de las medidas previstas en 
el artículo 96.3. 

El artículo 100 del Código Penal establece que el quebrantamiento de una medida de 
seguridad de internamiento dará lugar a que el juez o tribunal ordene el reingreso del 
sujeto en el mismo centro del que se hubiese evadido o en otro que corresponda a su 
estado. 

Si se tratare de otras medidas, el Juez o Tribunal podrá acordar la sustitución de la 
quebrantada por la de internamiento si ésta estuviese prevista para el supuesto de que se 
trate y si el quebrantamiento demostrase su necesidad. 

Artículo 25 de la Ley Orgánica 5/2010, modifica el apartado 3 del artículo 100, en el que 
señala que en ambos casos el Juez o Tribunal deducirá testimonio por el 
quebrantamiento. A estos efectos, no se considerará quebrantamiento de la medida la 
negativa del sujeto a someterse a tratamiento médico o a continuar un tratamiento 
médico inicialmente consentido. No obstante, el Juez o Tribunal podrá acordar la 
sustitución del tratamiento inicial o posteriormente rechazado por otra medida de entre 
las aplicables al supuesto de que se trate. 

 

5.1 Medidas privativas de libertad (Capítulo II, del Código Penal). 
5.1.1 El internamiento en centro psiquiátrico 

Artículo 101 Código Penal. Al sujeto que, al tiempo de cometer la infracción penal, a 
causa de cualquier anomalía o alteración psíquica, no pueda comprender la ilicitud del 
hecho o actuar conforme a esa comprensión, se le podrá aplicar, si fuere necesaria, la 
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medida de internamiento para tratamiento médico o educación especial en un 
establecimiento adecuado al tipo de anomalía o alteración psíquica que se aprecie, o 
cualquier otra de las medidas no privativas de libertad. 

El internamiento no podrá exceder del tiempo que habría durado la pena privativa de 
libertad, si hubiera sido declarado responsable el sujeto, y a tal efecto el Juez o Tribunal 
fijará en la sentencia ese límite máximo. 

El sometido a esta medida no podrá abandonar el establecimiento sin autorización del 
Juez o Tribunal sentenciador, de conformidad con lo previsto en el artículo 97 de este 
Código. 

5.1.2 El internamiento en centro de deshabituación 

El artículo 102 del Código Penal señala que, el que al tiempo de cometer la infracción 
penal se halle: 

- En estado de intoxicación plena por el consumo de bebidas alcohólicas, drogas 
tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras que produzcan efectos 
análogos,  

- Siempre que no haya sido buscado con el propósito de cometerla o no se hubiese 
previsto o debido prever su comisión,  

- O se halle bajo la influencia de un síndrome de abstinencia, a causa de su 
dependencia de tales sustancias, que le impida comprender la ilicitud del hecho o 
actuar conforme a esa comprensión (estos tres apartados, están recogidos en el 
Artículo 20, 2º del Código Penal). 

 

… las páginas siguientes aparecen cortadas. Este tema es sólo una muestra 
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